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INFORME No. 152/11

PETICIÓN 1400-06
ADMISIBILIDAD

LUIS Y LEONARDO CAIZALES DOGENESAMA 

COLOMBIA
2 de noviembre de 2011
I.
RESUMEN

1. El 13 de diciembre de 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Pedro Julio Mahecha Dávila (en adelante “el peticionario”), en la cual se alega la responsabilidad de agentes de la República de Colombia (en adelante “el Estado”) por la ejecución extrajudicial de Luis Caizales Dogenesama y las lesiones causadas a Leonardo Caizales Dogenesama (en adelante “las presuntas víctimas”), miembros del pueblo Embera Chamí, el 13 de diciembre del 2001, en la vereda Itaurí, municipio de Pueblo Rico, departamento de Risaralda.

2. El peticionario sostiene que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la vida, integridad personal, libertad personal, garantías judiciales y protección judicial  consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención Americana”) en relación con sus artículos 1.1 y 2, en perjuicio de las presuntas víctimas y sus familiares.  Por su parte, el Estado alega que la denuncia es inadmisible debido a la falta de caracterización de violaciones de derechos humanos, dado que las sentencias internas fueron falladas en respeto de los derechos y las garantías consagradas en la Convención Americana y que la Comisión no es una cuarta instancia; así como por la falta de agotamiento de la acción de reparación directa.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar la petición admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25, de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1.  Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición a efectos del examen sobre la presunta violación del artículo 2 de la Convención Americana.  La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicar e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 13 de diciembre de 2006, la Comisión registró el reclamo bajo el número P-1400-06 y el 23 de abril de 2008, transmitió las partes pertinentes al Estado, para sus observaciones. 
5. El 24 de junio de 2008, el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  El 5 de septiembre del 2008, el Estado informó a la Comisión que no había recibido comunicación alguna sobre la aceptación o no de su solicitud, por lo que volvió a solicitar prórroga.  Al respecto, el 22 de septiembre del 2008, la Comisión informó al Estado, que de conformidad con el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH, no era posible otorgar la prórroga solicitada.  
6. El 24 de septiembre de 2008, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 7 de octubre de 2008 para sus observaciones.  El 6 de octubre de 2008, el Estado presentó los anexos de su comunicación del 24 de septiembre de 2008, los que fueron trasladados al peticionario el 5 de noviembre de 2010 para sus observaciones.  El peticionario presentó su respuesta el 22 de diciembre de 2010, la que fue trasladada al Estado para sus observaciones. 
7. El 5 de enero, 11 de febrero y 22 de marzo de 2011, el Estado solicitó la concesión de tres prórrogas, las cuales fueron otorgadas por la Comisión.  El 29 de abril del 2011, el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 5 de mayo de 2011 para su conocimiento. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. El peticionario
8. El peticionario indica que el 13 de diciembre de 2001 los hermanos Luis y Leonardo Caizales Dogenesama, Miembros del Cabildo Mayor Indígena del Municipio de Pueblo Rico, Risaralda e integrantes de la comunidad de Arenales en el resguardo Embera Chamí (el primero gobernador indígena y promotor de salud y el segundo profesor de escuela) salieron de sus casas en la vereda El Arenal, hacia la Unión para cobrar sus sueldos, y al regreso, en la tarde, fueron agredidos por miembros del Batallón de Artillería No. 8 San Mateo, quienes dispararon indiscriminadamente contra ellos y contra Alonso Molina Vargas, con quien se habían cruzado en el camino.  Indica que Alonso (o también Alfonso) Molina Vargas
 resultó herido; Leonardo Caizales Dogenesama recibió impactos de arma de fuego en la pierna izquierda y en el omóplato izquierdo; y que Luis Caizales Dogenesama fue herido en la columna vertebral y falleció. 
9. De la información aportada por el peticionario se desprende que el 13 de diciembre de 2001 en el Puente La Unión el citado Batallón contraguerrilla “Atacador” del Ejército Nacional habría sostenido enfrentamientos armados con el Ejercito Revolucionario Guevarista (en adelante “ERG”) y que las presuntas víctimas y Alonso Molina habrían sido heridas como resultado de dicho enfrentamiento.  El peticionario alega que el Estado violó el derecho a la libertad de Leonardo Caizales Dogenesama, quien fue detenido arbitrariamente por miembros del citado Batallón, fue puesto a disposición de la Fiscalía de Asignaciones de Pereira el 14 de diciembre de 2001, y fue acusado de pertenecer al ERG.  
10. El peticionario alega que las lesiones y la muerte fueron investigados por el Juzgado 56 de Instrucción Penal Militar, con sede en Pereira, Risaralda.  Indica que los miembros del Ejército acusados alegaron que fueron atacados por insurgentes de quienes se defendieron, acusando a las presuntas víctimas de subversivos.  Señala que el 2 de mayo de 2006, la Fiscalía 18 Penal Militar Delegada ante el Juzgado Noveno de Instancias de Brigadas, concluido el ciclo investigativo contra seis miembros del Ejército, calificó el mérito probatorio, resolvió abstenerse de proferir resolución acusatoria y ordenó cesar todo procedimiento a favor de los procesados.  Indica que luego de la apelación interpuesta por la parte civil, dicha resolución fue confirmada por la Fiscalía Segunda ante el Tribunal Penal Militar, el 13 de junio de 2006.  
11. Señala que por los hechos se adelantó una investigación disciplinaria contra tres miembros del Ejército Nacional ante la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos de radicado 008-72924/2002.  Este proceso fue archivado el 25 de julio de 2003.
12. Señala que contra Leonardo Caizales Dogenesama se inició un proceso por rebelión en el cual el Gobernador Indígena del Cabildo Mayor de Pueblo Rico, presentó una solicitud de traslado del proceso de la Fiscalía General de la Nación (en adelante “FGN”) a la jurisdicción especial indígena.  Indica que la Fiscalía 23 Seccional de Apia Risaralda resolvió negativamente dicha solicitud, el 22 de enero de 2002.  Indica que finalmente el Juzgado Tercero de lo Penal del Circuito de Pereira emitió una sentencia absolutoria a favor de Leonardo Caizales Dogenesama el 5 de diciembre del 2002.  El peticionario considera que la detención de Leonardo Caizales Dogenesama fue arbitraria y que se le impidió el acceso a un recurso judicial para demandar su libertad. 

13. Posteriormente, el peticionario alegó que si bien al parecer la tropa regular el 13 de diciembre de 2001 libró un combate con fuerzas insurgentes, también la emprendió contra al menos tres civiles, lo que por supuesto desdice de las labores legales y constitucionales encomendadas al Ejército Colombiano. De tal manera que el ataque sufrido por los indígenas […] jamás podría asimilarse con actos propios del servicio”.

14. Alega que no han acudido a la jurisdicción contencioso administrativa en demanda de reparación, “entre otras razones, porque esta jurisdicción en Colombia no está en capacidad de adelantar un verdadero proceso de reparación, tal y como lo establece el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. 

15. El peticionario alega que la muerte y las lesiones de los derechos de las presuntas víctimas debieron ser investigados ante la jurisdicción penal ordinaria, la cual ofrece el juez natural para violaciones de derechos humanos y un fuero imparcial.  Alega que el fuero penal militar no ofrece un recurso eficaz, y que los hechos permanecen en la impunidad.  Alega que los hechos no fueron efectivamente investigados y juzgados ya que las decisiones de la justicia penal militar fueron arbitrarias.

16. Al alegato del Estado sobre la inconformidad del peticionario con las decisiones emitidas a nivel interno, por lo que la Comisión estaría actuando como una cuarta instancia; el peticionario responde que su inconformidad no es con las decisiones sino con el fuero penal militar elegido por el Estado para investigar y procesar violaciones de derechos convencionales.

17. Finalmente, el peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación a sus artículos 1.1 y 2; en perjuicio de Luis y Leonardo Caizales Dogenesama y de sus familiares.
B.
El Estado

18. En respuesta al reclamo presentado, el Estado alega que la petición no expone hechos violatorios a la Convención Americana dado que los procesos a nivel interno se desarrollaron respetando el debido proceso y las garantías establecidas en dicho instrumento; y que de admitirse la petición, la Comisión estaría actuando como una cuarta instancia.  Asimismo, alega que la petición no cumple con el requisito de agotamiento de los recursos internos en vista de que no se agotó la acción de reparación directa.
19. En cuanto a los hechos, el Estado sostiene que en virtud de la Orden de Operaciones No. 118-01, emitida por el comandante del Batallón San Mateo, las tropas iniciaron operativos en Pueblo Rico, Santa Cecilia, en el departamento de Risaralda, con el fin de neutralizar el avance y ubicar a los terroristas de la cuadrilla Aurelio Rodríguez del Frente Armado Revolucionario de Colombia (en adelante “FARC”) y del ERG en las veredas Itaurí y Puente de la Unión.  La información aportada por el Estado indica que la guerrilla se habría encontrado apostada en los cerros ubicados en uno de los extremos del Puente La Unión y el Ejército en el otro.  Indica que las tropas habrían sido emboscadas y sólo abrieron fuego al ser atacados por el enemigo, y que los disparos de la tropa se habrían dirigido a los cerros, desde donde los subversivos les dispararon, por lo que el ataque se habría ejecutado en legítima defensa y en respeto del derecho internacional humanitario (en adelante “DIH”).  

20. Señala que luego de cesar el enfrentamiento, los hermanos Luis y Leonardo Caizales Dogenesama y Alonso Molina Vargas habrían sido encontrados heridos por miembros del Batallón al extremo del puente colindante a los cerros, y que éstos habrían sido auxiliados, detenidos y sacados de la zona del puente mientras eran atacados por la guerrilla.  
21. De la información aportada por el Estado se desprende que Luis Caizales habría portado una mochila con propaganda subversiva, dos camisetas camufladas y botas de caucho.  Asimismo, se desprende que uno de los miembros del Ejército habría visto que Luis Caizales arrojó al río lo que parecía un fusil, el cual no fue recuperado.  Dicha información indica también que Alonso Molina quien venía en una motocicleta que fue incautada, vestía camiseta verde.

22. Indica que los hermanos Caizales y Alonso Molina fueron trasladados a una casa de salud de Pueblo Rico y que Luis Caizales habría muerto en el camino.  Indica que el 14 de diciembre de 2001, Leonardo Caizales y Alonso Molina fueron puestos a disposición de la Fiscalía de Asignaciones de Pereira por el presunto delito de rebelión.  

23. Indica que el 20 de diciembre de 2001 se profirió medida de aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de excarcelación y que una vez terminada la investigación, el 11 de abril de 2002, la Fiscalía Veintitrés Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Apia, los acusó por la conducta punible de rebelión.  De la información aportada se desprende que la defensa de Leonardo Caizales fue ejercida por un defensor contratado por la Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo.  El Estado sostiene que el 5 de diciembre de 2002 el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Risaralda condenó a Alfonso Molina Vargas por el delito de rebelión a 81 meses de prisión, y absolvió a Leonardo Caizales Dogenesama.  
24. En dicha sentencia el juez valoró que él era un personaje ampliamente reconocido en la comunidad indígena por ser profesor y que se vio comprometido en el desarrollo del combate que “le tocó vivenciar en compañía de su hermano”.  Asimismo, valoró que “sus haberes no contenían elementos que permitan presumir” su pertenencia a una organización delictiva y que “sólo podrá acusársele de que acompañaba a su hermano, admitiendo en gracia de discusión como ajustado a la veracidad, que éste se deshiciera de un fusil”.

25. Por otro lado, alega que el 14 de diciembre de 2001, el Juzgado 56 de Instrucción Penal Militar, juez natural, abrió investigación preliminar contra seis miembros del Ejército por los delitos de homicidio y lesiones personales de las presuntas víctimas.  Indica que el 23 de agosto de 2002, el Juzgado decidió abstenerse de dictar medidas de aseguramiento contra los sindicados, al determinar que actuaron dentro de sus competencias constitucionales.  
26. Señala que el 2 de abril de 2003 se admitió la demanda de la parte civil y que el 11 de junio de 2003 ésta suscitó colisión de competencias entre el fuero militar y el ordinario.  Indica que el 13 de enero y 21 de julio de 2004 la FGN requirió información sobre el estado procesal de la causa a fin de decidir sobre la conveniencia de suscitar conflicto de competencia, la cual fue despachada en julio de 2004.  Sostiene que el 20 de agosto de 2004 la Fiscalía 18 Penal Militar cerró la investigación. 

27. Señala que en razón de la solicitud de la parte civil, el 2 de noviembre de 2004, el Juzgado Noveno de Primera Instancia para las Brigadas Sexta y Novena se pronunció sobre su competencia argumentando que el procedimiento se enmarcaba plenamente dentro de las condiciones de justicia castrense, siendo de competencia del Consejo Superior de la Judicatura (en adelante “CSJ”) dirimir el conflicto.  Indica que el 24 de noviembre de 2004, el CSJ se pronunció, considerando que el conflicto de competencias era inexistente.  

28. Indica que el 2 de marzo de 2006, la Fiscalía 18 Penal Militar Delegada se abstuvo de proferir resolución acusatoria contra los seis miembros del Ejército.  Indica que la parte civil interpuso recurso de apelación contra dicha decisión, el cual fue resuelto el 13 de junio de 2006 por la Fiscalía Segunda Delegada ante el Tribunal Superior Militar, la cual confirmó la cesación de la investigación.

29. Indica que por los hechos materia de la petición se inició un proceso disciplinario ante la Procuraduría General de la Nación que adoptó una decisión de archivo en julio de 2003, basada en importante cantidad de prueba que se adoptó en el respeto de los derechos procesales de la parte civil.
30. El Estado señala que el peticionario contó con los recursos adecuados y efectivos para impugnar el proceso judicial, por lo que no se desprende que haya existido alguna presunta violación al debido proceso u otros derechos consagrados en la Convención.  Alega que si bien en los procesos penales y en el disciplinario se profirieron fallos que resultaron desfavorables a las pretensiones del peticionario, éstos se resolvieron de conformidad con el derecho interno vigente e incluso de acuerdo con las obligaciones internacionales del Estado.

31. El Estado alega que la acción de reparación directa ante la jurisdicción contenciosa administrativa es idónea y efectiva para lograr una indemnización por los presuntos daños sufridos por las víctimas como consecuencias del accionar de agentes del Estado.  Al respecto, indica que ha existido un reconocimiento expreso del peticionario, de no haber agotado los recursos internos, particularmente dicha acción de la reparación directa, por lo que debe entenderse que el peticionario renunció a solicitar esta reparación.  

32. Alega que el peticionario pretende que la Comisión revalúe las decisiones tomadas a nivel interno, por lo que considera que ésta estaría actuando como una cuarta instancia.  Sostiene que la jurisdicción penal militar fue la jurisdicción idónea y eficaz para investigar a los funcionarios de las Fuerzas Militares relacionados con los hechos materia de la presente petición, ya que la justicia penal militar es una jurisdicción de rango constitucional y es un órgano de administración de justicia adecuado para investigar los hechos relacionados con el servicio.
33. Adicionalmente, el Estado sostiene la necesidad de acreditar la condición de indígenas de las presuntas víctimas y de miembros del Cabildo Mayor de su comunidad y el hecho de que éstas no se encuentran cobijadas por las medidas cautelares que fueron dictadas por la Comisión el 15 de marzo de 2002, para la protección de algunos miembros del pueblo indígena Embera Chamí.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione loci, ratione personae, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión.
34. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como víctimas a personas individuales, respecto a quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte de la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto la Comisión tiene competencia ratio personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.
35. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos

36. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una petición presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, solucionar el conflicto según su derecho interno antes de que sea conocida por una instancia internacional, lo cual es especialmente válido en la jurisdicción internacional de los derechos humanos. 
37. El artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y, c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Según el Reglamento de la CIDH, cuando el peticionario alegue la imposibilidad de comprobar el cumplimiento del requisito señalado en este artículo, corresponderá al Estado demostrar que los recursos internos no han sido agotados, a menos que ello se deduzca claramente del expediente
.
38. La Comisión nota que el reclamo del peticionario contiene dos aspectos: el primero por la muerte de Luis Caizales y las lesiones de Leonardo Caizales y las investigaciones y proceso penal militar seguido contra los miembros del Ejército imputados; y el segundo, que gira en torno a la alegada detención arbitraria de Leonardo Caizales y falta de acceso a recursos de defensa en el proceso penal ordinario seguido en su contra.
39. El Estado alega que ha existido un reconocimiento expreso, por parte del peticionario, de no haber agotado la acción de reparación directa, y que por ello la petición no cumple con los requisitos de admisibilidad.  Por su parte, en relación con el primer aspecto, el peticionario sostiene que la jurisdicción penal militar no sería la idónea para violaciones de derechos humanos y que ninguna autoridad judicial ha promovido una investigación ordinaria por los hechos materia de la presente petición.  En relación con el segundo aspecto, el peticionario sostiene que no ha acudido a la jurisdicción contencioso administrativa en demanda de reparación, entre otras razones, porque dicha jurisdicción no está en capacidad de adelantar un verdadero proceso de reparación, tal y como lo establece el derecho internacional de los derechos humanos. 

40. En primer término, la Comisión observa que los hechos en los que resultó muerto Luis Caizales Dogenesama habrían ocurrido en el marco de un enfrentamiento armado entre el Ejército y la guerrilla, producto de los cuales habría sido además lesionado y detenido Leonardo Caizales Dogenesama, por el presunto delito de rebelión.  Por la muerte de Luis Caizales Dogenesama se llevó a cabo una investigación preliminar iniciada el 14 de diciembre de 2001 ante el fueron penal militar contra seis miembros del Ejército.  El 23 de agosto de 2002, el Juzgado 56 de Instrucción Penal Militar decidió abstenerse de dictar medidas de aseguramiento contra los sindicados, al determinar que actuaron dentro de sus competencias constitucionales.  
41. En segundo término, el 14 de diciembre de 2001 se inició una investigación por el presunto delito de rebelión contra Leonardo Caizales (y Alonso Molina) ante el fuero penal ordinario.  El 20 de diciembre de 2001 se profirió medida de aseguramiento de detención y terminada la investigación, el 11 de abril de 2002, la Fiscalía Veintitrés Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Apia, los acusó por la conducta punible de rebelión.  El 5 de diciembre de 2002 el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Risaralda condenó a Alfonso Molina Vargas, y absolvió a Leonardo Caizales Dogenesama, quien fue puesto en libertad.
42. Adicionalmente, el 18 de enero de 2002, el Gobernador indígena del Cabildo Mayor de Pueblo Rico solicitó que el proceso penal contra Leonardo Caizales sea trasladado de la jurisdicción penal ordinaria a la jurisdicción indígena, la cual fue resuelta negativamente por la Fiscalía 23 Seccional de Apia Risaralda, el 22 de enero de 2002
.
43. Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión observa que los hechos expuestos por los peticionarios comprenden, la presunta comisión de una ejecución extrajudicial lo cual se traduce en la legislación interna en un delito perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento debe ser impulsado por el Estado mismo.  La Comisión toma nota que, por otra parte, el peticionario participó activamente de los diferentes procesos adelantados a nivel interno, es decir se constituyó como parte civil en el proceso penal, intentó un conflicto de competencias y luego interpuso una apelación.  Al respecto, la Comisión considera que la idoneidad de los recursos internos se encuentra intrínsecamente ligada al fondo del asunto, en especial en lo que refiere a la naturaleza de las presuntas víctimas, por lo que corresponde postergar su análisis para la etapa de fondo.
44. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías y la protección judiciales.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención Americana.  En consecuencia, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.
2. Plazo para la presentación de la petición

45. La Convención Americana establece en su artículo 46.1.b) que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En la presente petición la Comisión ha establecido que los recursos internos fueron agotados con la decisión de la Fiscalía Segunda Delegada ante el Tribunal Superior Militar del 13 de junio de 2006  La petición fue presentada el 13 de diciembre de 2006, con lo que se cumple el requisito del plazo en cuestión.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada
46. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47 d) de la Convención.

4.
Caracterización de los hechos alegados
47. En su análisis sobre la caracterización, la Comisión toma en cuenta que los hechos materia de la presente petición habrían ocurrido en el contexto de un enfrentamiento armado entre miembros del Ejército Nacional y la guerrilla, y que el peticionario alega que las presuntas víctimas eran civiles.  Asimismo, la Comisión observa que mediante la sentencia absolutoria emitida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira a favor de Leonardo Caizales Dogenesama el 5 de diciembre de 2002, la justicia colombiana determinó que la presunta víctima no cometió el delito de rebelión, del cual fue absuelto.  Al respecto, la Comisión considera que luego de la determinación judicial de la inocencia de Leonardo Caizales Dogenesama, de la que se desprende su condición de civil; la investigación y eventual proceso penal por las alegadas violaciones a su integridad física -contra los seis miembros del Ejército Nacional involucrados en los hechos- debieron ser ventilados ante el fuero penal ordinario, al tratarse entonces de presuntas violaciones a los derechos humanos.
48. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
49. Por lo tanto, y en vista de los elementos presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión considera que los aspectos controvertidos de la cuestión bajo examen, deberán ventilarse en el trámite sobre el fondo del reclamo a fin de constatar si -por la falta de una investigación, juzgamiento y sanción en el fuero adecuado- se configuran violaciones al derecho a la vida, integridad personal, que podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos protegidos en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de Luis Caizales Dogenesama.  
50. Corresponde también establecer que los alegatos del peticionario relativos a las presuntas violaciones de los derechos a la integridad personal, garantías judiciales y protección judicial de ser probados podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de Leonardo Caizales Dogenesama.  Asimismo, la Comisión considera que los alegatos del peticionario sobre la presunta violación al derecho a la libertad personal de Leonardo Caizales Dogenesama a través de una presunta detención y privación de libertad arbitraria, podrían caracterizar posibles violaciones al derecho protegido en el artículo 7 de la Convención Americana, en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de Leonardo Caizales Dogenesama.
51. Adicionalmente, los alegatos podrían caracterizar posibles violaciones a los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con su artículo 1.1, en perjuicio de los familiares de los hermanos Caizales Dogenesama
. 
52. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos del reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.

53. Por último, la Comisión considera que el peticionario no ha presentado elementos básicos para sustentar sus reclamos sobre la presunta violación del artículo 2 de la Convención Americana.  Por lo tanto, este reclamo no satisface los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana, por lo que corresponde declarar dicha pretensión como inadmisible.
V. CONCLUSIONES

1. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y declarar inadmisible el caso con relación al artículo 2 de la Convención Americana.
2. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.

2. Declarar inadmisible la petición con relación al artículo 2 de la Convención Americana.
3. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario. 

4. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión.

5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� La presente petición no fue presentada a favor de Alonso Molina Vargas, por lo que no figura como presunta víctima en el presente informe.


� Artículo 31(3) del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, Sentencia del 29 de julio de 1988, párr. 64.


� La jurisprudencia del Consejo Superior de la Judicatura de Colombia entiende que el delito de rebelión desborda la órbita cultural indígena por lo que no se encuentra entre aquellos que pueden ser juzgados en la jurisdicción especial indígena. Ver Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, radicados No. 19981025 A 155; 200501877 00; 200502254 00 (79-27); 20010769 01; 110010102000; 20060014701.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.  Ver también CIDH, Informe No. 52/97, Caso 11.218, Arges Sequeira Mangas, Informe Anual de la CIDH 1997, párrs. 96 y 97, y CIDH. Informe No. 55/97, Caso 11.137, Abella y otros, párr. 392.


� Se incluye a los familiares de las presuntas víctimas tomando en cuenta lo establecido en el art. 35.1 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de su jurisprudencia. Ver Corte I.D.H. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Sentencia de 23 de noviembre de 2009 y Corte IDH Resolución de 19 de enero de 2009 Caso González y otras (Campo Algodonero) Vs. México. Solicitud de ampliación de presuntas víctimas y negativa de remisión de prueba documental.





